En la ciudad de Mar del Plata, a los 18 días del mes de noviembre del año dos mil ocho, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-297-BB1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. LORENZO FRANCISCA s. APREMIO PROVINCIAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES


I. El titular del Juzgado Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial de Bahía Blanca, a fs. 76/77, dictó sentencia admitiendo la excepción de inhabilidad de título interpuesta por la demandada, desestimando la ejecución promovida por el Fisco de la Provincia de Buenos Aires contra la Sra. Francisca Lorenzo, imponiendo las costas al Fisco en su objetiva calidad de vencido y regulando honorarios al Dr. Juan E. Cáceres, letrado apoderado de la demandada, en la suma de pesos setecientos ($ 700,=). 


II. El Fisco se notificó del pronunciamiento precedentemente citado el 18-X-2007 (ver cédula de fs. 78) e interpuso en su contra, con fecha 24-X-2007, recurso de apelación fundado (ver fs. 80/82).

III. Por auto del 26-X-2007, el juzgador de primera instancia, a fs. 83, concedió el recurso en relación y corrió traslado de sus fundamentos a la contraria por el término de cinco (5) días (arts. 25 de la ley 13.406 y 246 del C.P.C.C.), el que no fue contestado.

IV. Por auto de fs. 84, el juez de grado dio por perdido a la demandada el derecho dejado de usar y ordenó la elevación de la causa a la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata.

V. Recibidas las actuaciones en dicha Alzada (cfr. fs. 84 vta.) y de conformidad a lo dispuesto por la Resolución N° 24/2008 de la S.C.B.A., mediante proveído de fs. 85 aquélla dispuso la remisión del presente apremio a este Tribunal. 

VI. Declarada la admisibilidad formal del recurso (fs. 92) y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia (cfr. fs. 92), corresponde plantear la siguiente





 CUESTION



¿Es fundado el recurso interpuesto a fs. 80/82?


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:


I.1. Al exponer los motivos que lo llevaron a declarar la inhabilidad del título, el a quo observó que del expediente administrativo nro. 2306-0089697-2005 no surgía que la Sra. Francisca Lorenzo se hubiera acogido al plan de pagos por cuya caducidad se instaba la presente ejecución. 


Señala que todos los antecedentes informáticos obrantes en dicho expediente refieren al Sr. José Federico Alonso como firmante de un plan de regularización cuya suscripción no fue acreditada.


Explica que si bien el art. 143 del Código Fiscal, en consonancia con el art. 2894 del Código Civil, establece que el usufructuario del inmueble es sujeto pasivo del impuesto inmobiliario, ello no implica que deba asumir las eventuales obligaciones emergentes de un hipotético acuerdo de pago en el que no tuvo participación.


Así, atento a que el título ejecutivo de fs. 7 pone en cabeza de la demandada una deuda surgida de la caducidad de un plan de pagos que no suscribió, concluyó que correspondía declarar la inhabilidad del instrumento base de las presentes actuaciones.


2. En su memorial de agravios de fs. 80/82 el Fisco manifesta que la sentencia dictada en autos examina la causa de la obligación, excediendo ampliamente el acotado ámbito de debate que rige para el procedimiento de apremio.


Pone de relieve que el título ejecutivo de fs. 7 reúne todos los recaudos extrínsecos previstos por el art. 141 del Código Fiscal, por lo que resulta hábil y ajustado a derecho.


Argumenta que las constancias existentes en el expediente administrativo N° 2306-0089697-2005 no son los formularios R 562/1 de acogimiento a la ley 12.914 capítulo I, sino impresiones de la base de datos de la Dirección Provincial de Rentas de las cuales surge que la partida 007-030822-3 fue acogida al plan de facilidades de pago previsto por tal ley, por lo que no se ha demostrado que este último no fuera suscripto por la accionada. 


Entiende que, sin perjuicio de que en las referidas constancias aparezca el nombre del Sr. José Francisco Alonso, ello se debe a que éste es el titular dominial del inmueble, lo que, a su criterio, de modo alguno significa que sea el firmante del plan de pagos contemplado por la ley 12.914 capítulo I.  


Por esta senda, afirma que el a quo funda erróneamente la sentencia en el hecho que la Sra. Lorenzo no suscribió la moratoria cuya caducidad se ejecuta, pues se basa en constancias que no son las correctas, sin tener a la vista el formulario de acogimiento al referido plan de pagos.


Asimismo, estima que, aún en el hipotético caso de que la apremiada no haya suscripto el plan de pagos de la ley 12.914, la demanda igualmente debe prosperar ya que lo que se consolida es la deuda de la partida correspondiente al inmueble, independientemente de quién suscriba el plan de pagos. En consecuencia, concluye que, una vez consolidada la deuda, ésta es reconocida para todos los obligados al pago.


Finalmente, solicitó que se tenga presente que el instrumento base de las presentes actuaciones ha sido creado unilateralmente por la Administración Pública, por lo que reviste el carácter de instrumento público expedido por un funcionario autorizado y constituye un acto administrativo de liquidación de deuda exigible que goza de una presunción de legitimidad.


II. Como punto de partida, estimo adecuado rememorar los términos en que quedó trabada la presente litis, para luego examinar el mérito del fallo en crisis, dentro del marco fijado por la crítica del apelante (art. 25 de la ley 13.406 y 272 del C.P.C.C.).


Del escrito liminar de fs. 10/11 surge que el Fisco Provincial promovió el presente apremio con el objeto de obtener el cobro de la deuda por impuesto inmobiliario generada por el inmueble inscripto en la matrícula N° 091754 del partido 007, volcada en el título ejecutivo que luce a fs. 7 (ver fs. 10/10vta.).


Al contestar la demanda incoada en su contra, la Sra. Francisca Lorenzo planteó la nulidad del instrumento ejecutado argumentando que oportunamente cuestionó por improcedente la deuda fiscal reclamada, sin obtener respuesta alguna de la Dirección Provincial de Rentas, y que no fue parte en el procedimiento administrativo de determinación del crédito fiscal (ver fs. 41/42).


Opuso al progreso del presente apremio la excepción de inhabilidad de título, señalando que no se adeuda tributo alguno ya que, de un lado, el inmueble gravado no arrastraba deudas al momento en que fue adquirido por el Sr. José Alonso -quien constituyó a su favor derecho de usufructo- y, del otro, que “...por el carácter y edad de todos sus titulares, quienes hasta el día de hoy son pasivos y/o jubilados...” está exenta del impuesto inmobiliario (ver fs. 42 vta.).  


Finalmente, apuntó que la acción intentada en su contra es improcedente, toda vez que la consolidación de la deuda se produjo por el acogimiento a un régimen de facilidades de pago suscripto por el Sr. Pablo Bariani, quién jamás contó con su consentimiento. 


Así planteada la controversia a resolver en autos, el a quo requirió a la Dirección Provincial de Rentas, como medida para mejor proveer, la remisión del expediente administrativo N° 2306-0089697-2005, el cual fue recibido a fs. 72, dictándose sentencia definitiva a fs. 76/77.


Con miras en tales antecedentes, corresponde poner de relieve que las únicas excepciones oponibles para impedir el progreso del apremio son las contempladas en el artículo 9 de la ley 13.406.


En el inciso c) del mencionado precepto se prevé la posibilidad de plantear la defensa de inhabilidad del título, la cual podrá fundarse únicamente en el defecto de sus formas extrínsecas, vedándose a los jueces el conocimiento de las controversias generadas en torno al origen del crédito ejecutado o la legitimidad de la causa.    


Sin perjuicio de ello, el mencionado carril defensivo ha sido aceptado como el conducto idóneo para introducir planteos de inexistencia de deuda –total o parcial-, en aquellos supuestos en los que esta circunstancia surja palmaria de la prueba rendida en autos, sin desnaturalizar el acotado marco del apremio (cfr. doct. esta Cámara in re p-10-MP2 “Francano”, sent. del 26-VII-2008; P-401-DO1 “Arbelaiz”, sent. de 30-IX-2008). Tal posibilidad responde a la necesidad de evitar caer en un exceso ritual manifiesto incompatible con un adecuado servicio de justicia (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 317:1759; 325:134; 326:1395 –del dictamen del Procurador General-; 329:4672 –del dictamen del Procurador General-; doct. S.C.B.A. causas Ac. 82.685, sent. de 23-XII-2003; Ac. 95.170, sent. de 10-X-2007; Ac. 82.981, sent. de 09-X-2003; Ac. 90.306, sent. de 04-V-2005; Ac. 92.798, sent. de 14-II-2007; cfr. argto. doct. esta Cámara, in re P-400-DO1 “Fernández”, sent. del 2-IX-2008).


En el fallo en crisis el a quo concluyó que el título ejecutado resultaba inhábil, atento a que del expediente administrativo adunado al sublite no surge que el plan de regularización de deuda cuya caducidad motivara el libramiento de instrumento de fs. 7 haya sido suscripto por la accionada (ver fs. 77). 

En punto de la valoración de las actuaciones administrativas de determinación de los créditos fiscales, cabe señalar que si bien existen precedentes en los que este Tribunal ha estimado su contenido, ello se ha dado en el marco de planteos de inexistencia total o parcial de deuda, los cuales –reitero- pueden ser introducidos por la vía de la excepción de inhabilidad de título (cfr. doct. esta Cámara in re P-406-MP2 “Calomeni”, sent. del 9-X-2008). Ello así, toda vez que tal proceder no importa indagar en la causa del crédito fiscal, pues lo que se busca es evitar consagrar un fallo que obligue a pagar aquello que no es debido y no la revisión de los recaudos de validez del procedimiento administrativo desplegado por la Dirección Provincial de Rentas.


Desde esta perspectiva, estimo que la solución adoptada en el fallo en crisis rebasa el ámbito de conocimiento del apremio, pues, al no haberse desconocido la existencia de la deuda que pesa sobre el inmueble en cuestión, no resulta posible declarar la inhabilidad del título ejecutivo atendiendo a los defectos de que pudiera adolecer el trámite administrativo llevado a cabo para su emisión (art. 9 de la ley 13.406).


En tal sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha resuelto que la excepción de inhabilidad de título que se funda en el cumplimiento de trámites administrativos previos a la expedición de los certificados de deuda no puede ser atendida (cfr. doct. C.S.J.N. in re O.725.XL “Obra Social para la Actividad Docente”, sent. de 22-IV-2008).


Repárese en que, de un lado, la demandada ha reconocido expresamente su calidad de usufructuaria del inmueble gravado -por lo que resulta obligada al pago del tributo reclamado (art. 143 del Código Fiscal)- y, del otro, en que si bien afirma encontrarse exenta del pago del tributo reclamado ello no empece el razonamiento propuesto, ya que tal manifestación no importa alegar la inexistencia de la deuda fiscal reclamada sino su falta de exigibilidad con respecto a quien se denuncia como sujeto pasivo del impuesto. 


Por ello, no resultan atendibles en el proceso de apremio los planteos defensivos referidos a la validez del procedimiento administrativo llevado a cabo en el expediente N° 2306-0089697-2005 y a la suscripción del plan de pagos por una persona distinta de la ejecutada, por cuanto configuran cuestiones susceptibles de ser examinadas en un eventual juicio de conocimiento y no en el ámbito del proceso ejecutivo (arts. 9 de la ley 13.406 y 1, 2 inc. 5°) y concordantes del C.P.C.A.).


Tampoco modifica la suerte de la apelación intentada, la alegada exención de pago del impuesto inmobiliario intentada por la apremiada en la referida pieza de fs. 41/44.


El art. 99 del Código Fiscal establece que, salvo disposición legal en contrario, las exenciones de gravámenes regirán a partir del momento en que el sujeto pasivo de la obligación fiscal reúna todos los requisitos exigidos por la ley, determinando la reglamentación en cada caso cuáles sujetos se encuentran alcanzados por el deber de tramitar el acto declarativo del beneficio o de denunciar su situación mediante declaración tributaria pertinente (cfr. doct. esta Alzada in re P-810-BB1 “Empresa Ceferino S.A.”, sent. de 23-X-2008).

Al reglar las exenciones al pago del impuesto inmobiliario el art. 151 inc. ñ) del Código Fiscal establece que están exentos de tal tributo los propietarios y demás responsables de inmuebles pertenecientes a la planta urbana edificada, cuyo avalúo fiscal total no supere la suma que fije la ley impositiva y que reúnan las siguientes condiciones: 1) ser el solicitante y/o su cónyuge jubilado o pensionado, 2) ser el solicitante propietario, usufructuario o poseedor de ese solo inmueble y 3) no superar los ingresos mensuales de los beneficiarios, en conjunto, el monto que fije la ley impositiva.


Por su parte el art. 6 del Decreto N° 9394/86, reglamentario de tal exención, estatuye que para el otorgamiento del beneficio invocado por la accionada, al presentar la declaración jurada del revalúo por aplicación de la Ley de Catastro 10.707, deberá agregarse constancia oficial de la percepción de los haberes que resulte pertinente. 


Examinando el marco normativo que regula la exención que pretende hacerse valer para repeler el presente cobro ejecutivo, estimo que corresponde rechazar la defensa en estudio ya que no se ha demostrado el cumplimiento de los recaudos exigidos para gozar del beneficio invocado, limitándose la accionada a manifestar que no se encuentra obligada al pago del impuesto reclamado por el carácter y edad de los titulares del inmueble gravado, “...quienes son pasivos y/o jubilados...” (v. fs. 42 vta.).    

En conclusión, estimo que corresponde hacer lugar al recurso interpuesto a fs. 80/82 y revocar la sentencia de fs. 76/77, mandando llevar adelante la ejecución y fijando las costas de primera instancia a la ejecutada vencida y las de esta alzada, por su orden al no mediar contradicción [art. 9 incisos c) y e) ley 13.406; arts. 68, 274 y concordantes del C.P.C.C.]. En consecuencia, corresponde dejar sin efecto la regulación de honorarios practicada en el referido fallo.

Voto por la afirmativa.

La señora Juez doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el doctor Riccitelli, vota la cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente: 

SENTENCIA

Hacer lugar al recurso interpuesto a fs. 80/82 y revocar la sentencia de fs. 76/77, mandando llevar adelante la ejecución y fijando las costas de primera instancia a la ejecutada vencida y las de esta alzada, por su orden al no mediar contradicción [art. 9 incisos c) y e) ley 13.406; arts. 68, 274 y concordantes del C.P.C.C.]. En consecuencia, déjase sin efecto la regulación de honorarios practicada en el referido fallo. 

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – María Gabriela Ruffa, Secretaria
